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RECURSO DE REVISIÓN 

EXPEDIENTE: 1050/2023. 

SUJETO OBLIGADO: SECRETARÍA DE DESARROLLO SUSTENTABLE. 

COMISIONADO PONENTE: DOCTOR EN DERECHO, CARLOS FERNANDO PAVÓN DURÁN. 

 

ANTECEDENTES: 

• Fecha de solicitud de acceso: El día veintitrés de octubre de dos mil veintitrés, marcada con el 

número de folio 310571723000153, en la que se advierte su intención de obtener: “Se requiere 

información en formatos abiertos o expedientes, sobre cada uno de los actos de inspección y 

vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones administrativas y/o de comisión de 

delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la granja porcícola "San 

Gerardo", ubicada en  la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el año 2018 al 

2023. Así mismo solicitamos información sobre los resultados o sanciones de cada uno de los 

procedimientos señalados en este párrafo.”. 

• Fecha en que se notificó el acto reclamado: El día veintidós de noviembre de dos mil veintitrés. 

• Acto reclamado: La clasificación de la información. 

• Fecha de interposición del recurso: El día catorce de diciembre de dos mil veintitrés. 

 

CONSIDERANDOS: 

Normatividad Consultada:  

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán. 

Ley de Protección al Medio Ambiente del Estado de Yucatán. 

Código de la Administración Pública de Yucatán. 

Reglamento de la Ley de Protección al Medio Ambiente del Estado de Yucatán. 

Reglamento del Código de la Administración Pública del Estado de Yucatán. 

Reglamento Interior del Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección 

de Datos Personales. 

 

Área que resultó competente: La Dirección General Jurídica. 

 

Conducta: En fecha veintidós de noviembre de dos mil veintitrés, la Unidad de Transparencia de la 

Secretaría de Desarrollo Sustentable, hizo del conocimiento del solicitante la respuesta recaída a la 

solicitud de acceso con folio 310571723000153; inconforme con ésta, el recurrente en fecha catorce de 

diciembre del referido año, interpuso el medio de impugnación que nos compete, resultando procedente 

en términos de la fracción I del artículo 143 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública. 
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Admitido el presente medio de impugnación, se corrió traslado a la Unidad de Transparencia de la 

Secretaría de Desarrollo Sustentable, para que dentro del término de siete días hábiles siguientes al de 

la notificación del referido acuerdo, manifestara lo que a su derecho conviniera, según dispone el artículo 

150 fracciones II y III de la Ley General de la Materia; siendo el caso, que dentro del término legal 

otorgado para tales efectos, el Sujeto Obligado a través de la Unidad de Transparencia los rindió, 

advirtiéndose la existencia del acto reclamado, así como su intención de reiterar su conducta inicial. 

 

 Del análisis efectuado a las constancias que fueren hechas del conocimiento del particular por la 

Plataforma Nacional de Transparencia, se desprende que el Sujeto Obligado, requirió al área que a su 

juicio resulta competente para conocer de la información, a saber, la Dirección General Jurídica, a 

través del Departamento de Procedimientos Administrativos, quien mediante oficio número DPA-

015-2023 de fecha catorce de noviembre de dos mil veintitrés, procedió a manifestar que la 

información se encuentra clasificada como reservada, en los términos siguientes:  

 

“Se hace del conocimiento del solicitante que después de concluir con la búsqueda exhaustiva y razonada de la 

información requerida en su solicitud de acceso a la información pública identificada con el número de folio 

310571723000153, tanto en los archivos digitales como en los documentos impresos a mi cargo, se determina lo 

siguiente:  

Con fundamento en el artículo 24, fracción VI y 137 de la Ley General de transparencia y Acceso a la Información 

Pública, se clasifica como información reservada por un plazo de dos años la ... la cual corresponde a la denuncia 

pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría. 

Lo anterior, en virtud de que dicha denuncia pública actualmente se encuentra en trámite, por lo que su entrega 

podría ser causa de obstrucción de actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de 

las leyes o afecte la recaudación de contribuciones, de conformidad por lo señalado en el artículo 113 fracción VI 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información pública. De la misma manera, se informa que se 

clasifica como información reservada por un plazo de dos años el expediente que se forme derivado de dicho 

proceso, así como toda la información relacionada a los mismos, como pudieran ser sus registros, documentales y 

anexos que la integran, al igual que las relaciones o listados donde constan dichos documentos, mientras dure el 

procedimiento que se lleva actualmente, en tanto no se emita notificación y se cierre el expediente…”  

 

 Siendo que, por Acta de clasificación No. 2/2023 emitida por el Jefe de Departamento de 

Procedimientos Administrativos perteneciente a la Dirección General Jurídica, se determinó la prueba de 

daño en los términos siguientes: 

 

 
“… 
Daño Presente: De proporcionar los documentos que integran el expediente relativo a la denuncia pública, se 
advierte que puede transgredir u obstruir y afectar la verificación, investigación e inspección en cuestión, toda vez 
que se realiza a fin de determinar la existencia de actos, hechos u omisiones motivo de las denuncias que podrían 
constituir presuntas faltas administrativas; así mismo cabe precisar que a través del expediente administrativo de 
denuncia pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, se detalla la inspección 
y verificación que realiza esta dependencia, de lo cual se desprende que dicho procedimiento se encuentra en 
trámite y en consecuencia se cumple con los requisitos para acreditar por un lado, la causal de clasificación y por el 
otro, el daño presente que representa el hecho de entregar la información solicitada descrita líneas arriba. La 
valoración de la presente prueba de daño está en función a la posibilidad de que se materialice un efecto nocivo en 
la conducción de los expedientes administrativos referentes a la denuncia pública previo a que se tome una 
decisión definitiva respecto a dicho procedimiento. -------------------------------------------------------------------------------------
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El hecho de entregar la información solicitada consistente en “Se requiere información en formatos abiertos o 
expedientes, sobre cada uno de los actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, 
infracciones administrativas y/o de comisión de delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las 
operaciones de la granja porcícola "San Gerardo", ubicada en la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, 
Yucatán, desde el año 2018 al 2023. Así mismo solicitamos información sobre los resultados o sanciones 
de cada uno de los procedimientos señalados en este párrafo.” (Sic) requerida la solicitud de acceso a la 
información pública identificada con el número de folio 310571723000153, la cual corresponde a la denuncia 
pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, tiene como consecuencia que en 
el contexto actual, personas interesadas en la proyecto o bien, cualquier persona interesada en obstaculizar, 
obstruir o bien contrarrestar el procedimiento de denuncia pública, al estar en condiciones de vulnerar las acciones 
de inspección, verificación, auditoría y análisis realizados, lo que pondría en riesgo la objetividad de las actuaciones 
dentro de los procedimientos administrativos. ---------------------------------------------------------------------------------------------  
Daño Probable: Proporcionar la información en comento, podría obstruir la conducción de las acciones de 
inspección e investigación que realiza la dependencia y la finalidad de las mismas; ya que dar a conocer la 
información que se está analizando, podría generar un menoscabo a las actuaciones y diligencias que, en su caso, 
se determinen realizar con el objeto de contar con los elementos objetivos que permitan verificar el cumplimiento de 
las normas aplicables. Sin que pase desapercibido el daño que se generaría con la divulgación de información que 
es precisamente el riesgo de vulnerar y poner en peligro las actividades de verificación e inspección del 
cumplimiento a las leyes de la materia. -----------------------------------------------------------------------------------------------------
En caso de trascender, la difusión de la información traería como consecuencia la revelación de información que, 
en este momento, no es susceptible de ser pública, por la naturaleza de la misma y en virtud a que se encuentran 
en trámite; en otra palabras, dar a conocer la información podrían facilitar en un momento determinado acciones 
tendientes a afectar, neutralizar y/o alterar los elementos que se desplieguen de los actos propios de los 
procedimientos administrativos de denuncia pública. ----------------------------------------------------------------------------------- 
Daño Específico: La información solicitada puede ocasionar que se vulneren las etapas del procedimiento y de las 
acciones de investigación, verificación e inspección que se están llevando a cabo; es importante precisar que la 
información a la que se hace referencia están vinculadas directamente con las actividades que esta dependencia 
realiza en ejercicio de sus atribuciones. Lo que se traduce en que se alterarían los elementos objetivos que 
conforman dichos expedientes administrativos que nos atañe y a su vez al no haberse concluido es clara la 
existencia de un riesgo identificable. Lo anterior es así, porque bajo el contexto explicado, la divulgación de la 
información solicitada consistente en “Se requiere información en formatos abiertos o expedientes, sobre 
cada uno de los actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones 
administrativas y/o de comisión de delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la 
granja porcícola "San Gerardo", ubicada en la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el 
año 2018 al 2023. Así mismo solicitamos información sobre los resultados o sanciones de cada uno de los 
procedimientos señalados en este párrafo.” (Sic) requerida la solicitud de acceso a la información pública 
identificada con el número de folio 310571723000153, la cual corresponde a la denuncia pública con el número de 
expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, antes de que concluya el procedimiento conllevaría un 
riesgo real en el desarrollo del mismo, pues es precisamente como se ha mencionado se encuentran en trámite, lo 
cual podría afectar en la conclusión de todas sus etapas. ----------------------------------------------------------------------------
La publicación de la información mencionada implicaría que se revelen las técnicas y metodologías de actuación 
internas de la dependencia, lo cual llevaría principalmente a disminuir la eficacia y eficiencia de los actos de 
verificación e inspección que se han diseñado para este tipo de procedimiento. ------------------------------------------------ 
…”  

 

 Clasificación de reserva que fuera confirmada por el Comité de Transparencia, mediante el Acta 

que celebró la Sexagésima Novena Sesión Extraordinaria de fecha diecisiete de noviembre de dos 

mil veintitrés, y que por resolución de misma fecha estableció lo siguiente: 

 
“… 

Con base en todo lo anterior, se hace del conocimiento del solicitante lo siguiente:  
Se CONFIRMA la determinación de clasificar como información reservada por el plazo de dos años la 

consistente en “Se requiere información en formatos abiertos o expedientes, sobre cada uno de los actos de 

inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones administrativas y/o de comisión 

de delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la granja porcícola "San Gerardo", 

ubicada en la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el año 2018 al 2023. Así mismo 

solicitamos información sobre los resultados o sanciones de cada uno de los procedimientos señalados en 

este párrafo.” (Sic) requerida la solicitud de acceso a la información pública identificada con el número de folio 

310571723000153, la cual corresponde a la denuncia pública con el número de expediente D.P.094/2023 del 

índice de esta Secretaría, toda vez que como se acredito con el ACTA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 

EMITIDA POR EL DEPARTAMENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PERTENECIENTE A LA 

DIRECCIÓN GENERAL JURÍDICA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO SUSTENTABLE DEL GOBIERNO 
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DEL ESTADO DE YUCATÁN, identificada con el número Acta de Clasificación No. 2/2023 de fecha catorce de 

noviembre de dos mil veintitrés, suscrita por la Abog. Bery Martín Rico, Jefa del Departamento de Procedimientos 

Administrativos perteneciente a la Dirección General Jurídica, como Unidad Administrativa competente, dicha 

denuncia pública se encuentra en trámite y el entregar la documentación pueda obstruir las actividades de 

verificación, investigación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de 

contribuciones, de conformidad por lo señalado en el artículo 113 fracción VI de la Ley General de Transparencia y 

Acceso a la información pública, por tanto, causaría un daño presente, probable y específico al interés público. Lo 

anterior, con fundamento en los artículos 44, fracción II, 100, 101, fracción II, 113, fracción VI, 131, 132, 137, inciso 

a), de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información pública, así como por los artículos 53 fracción I, 

54 y 79 párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, el 

Criterio de Interpretación para sujetos obligados reiterado vigente con Clave de control: SO/011/2010 del Instituto 

Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales y lo relativo y aplicable 

establecido en los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de la información, así 

como para la elaboración de versiones públicas.  

Así también, se CONFIRMA la determinación de clasificar como información reservada por el plazo de dos 

años, el expediente que se forme derivado de dicho proceso, así como toda la información relacionada a los 

mismos, como pudieran ser sus registros, documentales y anexos que la integran, al igual que las relaciones o 

listados donde constan dichos documentos, mientras dure el procedimiento que se lleva actualmente, en tanto no 

se emita la notificación y se cierre el expediente, en virtud de que el Departamento de Procedimientos 

Administrativos perteneciente a la Dirección General Jurídica acreditó los supuestos de daño presente, probable y 

específico que se puede generar con la publicación y difusión de la información; toda vez que dichos supuestos 

encuadraron en el artículo 113, fracción VI, que señala lo siguiente: “…VI. Obstruya las actividades de verificación, 

inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de contribuciones;…”, así 

como lo dispuesto en el vigésimo cuarto de los Lineamiento generales en materia de clasificación y desclasificación 

de la información, así como para la elaboración de versiones públicas. 

Asimismo, se hace del conocimiento del Solicitante que la Reserva de dicha Información, solo se trata de una 

suspensión de la información, limitada en el tiempo y sujeta a condición; por lo que al momento de que expire el 

plazo de clasificación, deberá ser objeto de libre acceso protegiendo la información confidencial que en ella se 

contenga, por tanto el Departamento de Procedimientos Administrativos perteneciente a la Dirección General 

Jurídica de esta Secretaría, deberá informar a la Unidad de Transparencia de la Secretaría de Desarrollo 

Sustentable, en el momento que se tenga evidencia de que no subsisten las causas que dieron origen a su 

clasificación.  

En consecuencia, este Comité de Transparencia de la Secretaría de Desarrollo Sustentable, apegándose a lo 

establecido por la normatividad aplicable, y a fin de dar cumplimiento a lo manifestado en el artículo 44 fracción II 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que establece las funciones de los Comités 

de Transparencia, que a la letra versa: Artículo 44. Fracción II: “Confirmar, modificar o revocar las 

determinaciones que en materia de ampliación del plazo de respuesta, clasificación de la información y 

declaración de inexistencia o de incompetencia realicen los titulares de las Áreas de los sujetos 

obligados”, así como de los artículos 100, 101, fracción II, 113, fracción VI, 131, 132 y 137, inciso a), de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, así como por los artículos 53, fracción I, 54 y 79, 

párrafo segundo de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Yucatán, procede a 

resolver.  

En virtud de lo expuesto y fundado con anterioridad, se:  
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- Este Comité de Transparencia de la Secretaría de Desarrollo Sustentable CONFIRMA por unanimidad 

de votos, la DETERMINACIÓN DE CLASIFICAR COMO INFORMACIÓN RESERVADA POR EL PLAZO DE DOS 

AÑOS, la información consistente en “Se requiere información en formatos abiertos o expedientes, sobre 
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cada uno de los actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones 

administrativas y/o de comisión de delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la 

granja porcícola "San Gerardo", ubicada en la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el 

año 2018 al 2023. Así mismo solicitamos información sobre los resultados o sanciones de cada uno de los 

procedimientos señalados en este párrafo.” (Sic) requerida la solicitud de acceso a la información pública 

identificada con el número de folio 310571723000153, la cual corresponde a la denuncia pública con el número de 

expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, así también, se CONFIRMA por unanimidad de votos, la 

DETERMINACIÓN DE CLASIFICAR COMO INFORMACIÓN RESERVADA POR EL PLAZO DE DOS AÑOS, el 

expediente que se forme derivado de dicho proceso, así como toda la información relacionada a los mismos, como 

pudieran ser sus registros, documentales y anexos que la integran, al igual que las relaciones o listados donde 

constan dichos documentos, mientras dure el procedimiento que se lleva actualmente, en tanto no se emita la 

notificación y se cierre el expediente, tal y como se acredita con el ACTA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 

EMITIDA POR EL DEPARTAMENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PERTENECIENTE A LA 

DIRECCIÓN GENERAL JURÍDICA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO SUSTENTABLE DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO DE YUCATÁN, identificada con el número Acta de Clasificación No. 2/2023 de fecha catorce de 

noviembre de dos mil veintitrés, de acuerdo a lo motivado y fundado en los Considerandos de la presente 

resolución. 

…” 

 

Continuando con el estudio de las constancias que obran en autos del presente expediente, se 

desprende que el Sujeto Obligado a través del Sistema de Comunicación entre Órganos Garantes y 

Sujetos Obligados (SICOM) por oficio número D.J./U.T./003/2024 de fecha dieciséis de enero de dos 

mil veinticuatro rindió alegatos, reiterando la respuesta inicial recaida a la solicitud de acceso que nos 

ocupa, señalando lo siguiente: 

 

“... 

ALEGATOS 

... 

SEGUNDO.-... 

En ese tenor, se observa que el argumento toral del solicitante se encuentra en el sentido de que este Sujeto 

Obligado, clasifica como información reservada por un periodo de dos años, la información relacionada a los actos 

de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones administrativas y/o de comisión de 

delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la granja porcícola ‘San Gerardo’, ubicada en 

la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el año 2018 a 2023, razón que es a todas luces es 

inoperante, toda vez que, si bien en su momento solicitó información, cierto es que este Sujeto Obligado no le está 

negando la información, sino que conforme al procedimiento establecido en la normatividad aplicable, 

específicamente en los artículos 24 fracción VI, 100, 101, fracción II,  106 y 113 fracción VI de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y los relativos y aplicables de los Lineamientos generales en 

materia de clasificación y desclasificación de la información, así como para la elaboración de versiones públicas, se 

determinó CLASIFICAR la información solicitada consistente en ...requerida la solicitud de acceso a la información 

pública identificada con el número de folio 310571723000153, la cual corresponde a la denuncia pública con el 

número de expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, en virtud de que se acreditaron los supuestos 

de daño presente, probable y específico que se pueda generar con la publicación y difusión de dicha información, 

así también, como información reservada por el plazo de dos años, el expediente que se forme derivado de dicho 

proceso estará reservado por un plazo de dos años, así como toda la información relacionada a los mismos, como 

pudieran ser sus registros, documentales y anexos que la integran, al igual que las relaciones o listados donde 
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constan dichos documentos, mientras dure el procedimiento que se lleva actualmente, en tanto no se emita la 

notificación y se cierre el expediente. 

Por lo que dichos supuestos encuadraron en el artículo 113, fracción VI de la Ley de la materia, toda vez que dicho 

procedimiento administrativo se encuentra en trámite y el entregar la documentación pueda obstruir las actividades 

de verificación, inspección y auditorias relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la recaudación de 

contribuciones, tal y como se acreditó con el acuerdo referente al ACTA DE CLASIFICACIÓN DE INFORMACIÓN 

EMITIDA POR EL DEPARTAMENTO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS PERTENECIENTE A LA 

DIRECCIÓN GENERAL JURÍDICA DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO SUSTENTABLE DEL GOBIERNO 

DEL ESTADO DE YUCATÁN identificada con el número Acta de Clasificación No. 2/2023 de fecha catorce de 

noviembre de dos mil veintitrés, suscrita por la Abog. Bery Martín Rico, Jefa del Departamento de Procedimientos 

Administrativos perteneciente a la Dirección General Jurídica de esta Secretaría, como Unidad Administrativa 

competente. 

En esa tesitura conforme lo dispuesto a los ordenamientos que regulan la materia, los titulares de las áreas de este 

sujeto obligado son los responsables de reservar la información, motivo por el cual se puede observar que la 

Unidad Administrativa competente procedió a levantar el acuerdo de reserva de información, con la finalidad de dar 

cumplimiento al procedimiento establecido en esta materia, en relación a la solicitud de acceso marcada con folio 

310571723000153, por tanto, con fundamento en los artículos 44, fracción II, 113, fracción VI, y 137 inciso a), de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, el Comité de Transparencia de este Sujeto 

Obligado CONFIRMÓ la clasificación de la información consistente en ...requerida la solicitud de acceso a la 

información pública identificada con el número de folio310571723000153, la cual corresponde a la denuncia 

pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice de esta Secretaría, como reservada por un plazo de 

dos años, así también el expediente que se forme derivado de dicho proceso, así como toda la información 

relacionada a los mismos, como pudieran ser sus registros, documentales y anexos que la integran, al igual que las 

relaciones o listados donde constan dichos documentos, mientras dure el procedimiento que se lleva actualmente, 

en tanto no se emita la notificación y se cierre el expediente, toda vez que la Unidad Administrativa acreditó que el 

entregar la documentación correspondiente, causaría un daño presente, probable y específico al interés público... 

...” 

 

Precisado lo anterior, se advierte que la conducta del Sujeto Obligado versa en clasificar la 

información peticionada como reservada en razón que se actualizaba el supuesto previsto en la fracción 

VI, del artículo 113 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, que establece 

lo siguiente:  

 

“Artículo 113. Como información reservada podrá clasificarse aquella cuya publicación:  

… 

VI. Obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al cumplimiento de las leyes o afecte la 

recaudación de contribuciones. 

...” 

 

Por su parte, los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la 

Información, así como la Elaboración de Versiones Públicas, prevé lo siguiente: 

 

“… 
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Vigésimo cuarto. De conformidad con el artículo 113, fracción VI de la Ley General, podrá considerarse como 

reservada, aquella información que obstruya las actividades de verificación, inspección y auditoría relativas al 

cumplimiento de las leyes, cuando se actualicen los siguientes elementos: 

I.        La existencia de un procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes; 

II.       Que el procedimiento se encuentre en trámite; 

III.      La vinculación directa con las actividades que realiza la autoridad en el procedimiento de verificación del 

cumplimiento de las leyes, y 

IV.      Que la difusión de la información impida u obstaculice las actividades de inspección, supervisión o vigilancia 

que realicen las autoridades en el procedimiento de verificación del cumplimiento de las leyes. 

 

Vigésimo quinto. De conformidad con el artículo 113, fracción VI de la Ley General, podrá considerarse como 

información reservada, aquella cuya difusión pueda obstruir o impedir el ejercicio de las facultades que llevan a 

cabo las autoridades competentes para recaudar, fiscalizar y comprobar el cumplimiento de las obligaciones 

fiscales en términos de las disposiciones normativas aplicables. 

…” 

 

Como se observa, podrá considerarse como información reservada, aquella cuya difusión 

pueda obstruir o impedir el ejercicio de las de las facultades que llevan a cabo las autoridades 

competentes para recaudar, fiscalizar y comprobar el cumplimiento de las obligaciones fiscales 

en términos de las disposiciones normativas aplicables. 

 

Asimismo, la Secretaría de Desarrollo Sustentable, debe fundar y motivar la reserva mediante la 

prueba de daño prevista en el artículo 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública, es decir, la prueba de daño que lleve a cabo el Sujeto Obligado debe justificar que:  

1. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio 

significativo al interés público o a la seguridad nacional. 

2. El riesgo de perjuicio supera el interés público general de que se difunda. 

3. Que la limitación se adecua al principio de proporcionalidad y representa el medio menos 

restrictivo disponible para evitar el perjuicio. 

 

En tal sentido, de las documentales remitidas por la Secretaría de Desarrollo Sustentable, a través 

de la Dirección General Jurídica, se puede advertir de la prueba de daño que realizare, lo siguiente:  

 

• Daño presente: De proporcionar los documentos que integran el expediente relativo a la 

denuncia pública, se advierte que puede transgredir u obstruir y afectar la verificación, 

investigación e inspección en cuestión, toda vez que se realiza a fin de determinar la 

existencia de datos, hechos u omisiones motivo de las denuncias que podrían constituir 

presuntas faltas administrativas; así mismo cabe precisar que a través del expediente 

administrativo de denuncia pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice 

de esta Secretaría, se detalla la inspección y verificación que realiza esta dependencia, 

de lo cual se desprende que dicho procedimiento se encuentra en trámite y en 

consecuencia se cumple con los requisitos para acreditar por un lado, la causal de 
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clasificación y por el otro, el daño presente que representa el hecho de entregar la 

información solicitada descrita líneas arriba. La valoración de la presente prueba de daño 

está en función a la posibilidad de que se materialice un efecto nocivo en la conducción 

de los expedientes administrativos referentes a la denuncia pública previo a que se tome 

un decisión definitiva respecto a dicho procedimiento. 

• Daño probable: Proporcionar la información en comento, podría obstruir la conducción 

de las acciones de inspección e investigación que realiza la dependencia y la finalidad de 

las mismas; ya que dar a conocer la información que se está analizando, podría generar 

un menoscabo a las actuaciones y diligencias que, en su caso, se determinen realizar 

con el objeto de contar con los elementos objetivos que permitan verificar el 

cumplimiento de las normas aplicables. Sin que pase desapercibido el daño que se 

generaría con la divulgación de información que es precisamente el riesgo de vulnerar y 

poner en peligro las actividades de verificación e inspección del cumplimiento a las leyes 

de la materia. En caso de trascender, la difusión de la información traería como 

consecuencia la revelación de información que, en este momento, no es susceptible de 

ser pública, por la naturaleza de misma y en virtud a que se encuentran en trámite; en 

otras palabras, dar a conocer la información podrían facilitar en un momento determinado 

acciones tendientes a afectar, neutralizar y/o alterar los elementos que se desplieguen 

de los actos propios de los procedimientos administrativos de denuncia pública. 

• Daño específico: La información solicitada puede ocasionar que se vulneren las etapas 

del procedimiento y de las acciones de investigación, verificación e inspección que se 

están llevando a cabo; es importante precisar que la información a la que se hace 

referencia están vinculadas directamente con las actividades que esta dependencia 

realiza en ejercicio de sus atribuciones. Lo que se traduce en que se alterarían los 

elementos objetivos que conforman dichos expedientes administrativos que nos atañe y 

a su vez a no haberse concluido es clara la existencia de un riesgo identificable. La 

publicación de la información mencionada implicaría que se revelen las técnicas y 

metodologías de actuación internas de la dependencia, lo cual llevaría principalmente a 

disminuir la eficacia y eficiencia de los actos de verificación e inspección que se han 

diseñado para este tipo de procedimiento. 

 

En cuanto al periodo de reserva de la información, la autoridad señaló lo siguiente:  

 

“… se informa que se clasifica como información reservada por un plazo de dos años el expediente que se forme 

derivado de dicho proceso, así como toda la información relacionada a los mismos, como pudieran ser sus 

registros, documentales y anexos que la integran, al igual que las relaciones o listados donde constan dichos 

documentos, mientras dure el procedimiento que se lleva actualmente, en tanto no se emita notificación y se cierre 

el expediente.” 
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Establecido lo anterior, el Pleno de este Organismo Autónomo procederá a valorar si la 

autoridad cumplió con el procedimiento previsto para la clasificación de la información, esto es, 

de conformidad a lo establecido en la legislación aplicable. 

 

En este sentido, si el Sujeto Obligado determinare clasificar la información, para proceder de esa 

manera deberá atender a lo previsto en la legislación que resulta aplicable, esto es, lo contemplado en 

los artículos 100, 103, 104, 106 y artículo 137 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

Información Pública, así como en los diversos establecidos en los Capítulos II y V de los Lineamientos 

Generales en Materia de Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración 

de Versiones Públicas; siendo que, en atención a la normatividad en cita y en cumplimiento a la facultad 

prevista en el ordinal 199 de la Ley General de la Materia, el Instituto Estatal de Transparencia, Acceso a 

la Información Pública y Protección de Datos Personales, publicó en el Diario Oficial del Gobierno del 

Estado de Yucatán, el Criterio 04/2018, que establece el “PROCEDIMIENTO A SEGUIR POR PARTE 

DEL SUJETO OBLIGADO PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN”, debiendo cumplirse al 

menos con lo siguiente:   

 

I) La Unidad de Transparencia deberá acreditar haber requerido a todas las Áreas competentes. 

II) El Área deberá remitir al Comité de Transparencia, la solicitud así como un escrito en el que funde 

y motive la clasificación. 

III) El Comité de Transparencia deberá confirma, modificar y otorgar total o parcialmente el acceso a 

la información o revocar la clasificación y conceder el acceso. 

IV) Se deberá notificar al particular la resolución del Comité de Transparencia. 

V) Ulteriormente, el sujeto obligado deberá elaborar una versión pública en la que se eliminen u 

omitan las partes o secciones clasificadas previo pago de los costos de reproducción por parte del 

particular, misma que deberá ser aprobada por el Comité de Transparencia. Con la salvedad que 

para el caso de clasificar la información por actualizarse alguna causal de reserva de las 

señaladas en el numeral 113 de la Ley General de la Materia deberá aplicar a su clasificación la 

prueba de daño señalada en el ordinal 104 de la citada Ley, y omitir efectuar lo previsto en el 

inciso V) del procedimiento de clasificación previamente invocado. 

 

Establecido todo lo anterior, se desprende que sí resulta procedente la conducta del Sujeto 

Obligado, respecto a la clasificación de reserva de la información peticionada, a saber: cada uno 

de los actos de inspección y vigilancia, ejecución de medidas de seguridad, infracciones administrativas 

y/o de comisión de delitos que se hayan llevado a cabo por motivo de las operaciones de la granja 

porcícola "San Gerardo", ubicada en  la comisaría de Santa María Chi, en Mérida, Yucatán, desde el año 

2018 al 2023. Así mismo solicitamos información sobre los resultados o sanciones de cada uno de los 

procedimientos señalados en este párrafo, toda vez que, fundó y motivó la misma, esto es, por lo 

primero, señaló el marco normativo que expresamente le otorga el carácter de reservada, y por lo 
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segundo, indicó las razones o circunstancias especiales que lo llevaron a concluir que el caso particular 

se ajusta al supuesto previsto por la norma legal invocada, dando cumplimiento al procedimiento previsto 

en la Ley General de la Materia, así como a los Lineamientos Generales en Materia de Clasificación y 

Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, realizando la 

prueba de daño que ocasionaría la divulgación de dicha información, advirtiéndose de ella el daño 

presente, probable y específico que ocasionaría su divulgación, de conformidad con lo previsto en el 

ordinal 104 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, por actualizarse en 

su caso, los supuestos de reserva previstos en el artículo 113 fracción VI de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública; se dice lo anterior, pues indicó que existe una 

denuncia pública con el número de expediente D.P.094/2023 del índice de la Secretaría y que dicha 

denuncia se encuentra en trámite, por lo que, de conocerse produciría un daño presente, pudiendo 

transgredir u obstruir y afectar la verificación, investigación e inspección en cuestión; un daño probable, 

de proporcionar la información en comento, podría obstruir la conducción de las acciones de inspección 

e investigación que realiza la dependencia y la finalidad de las mismas; y un daño especifico, puede 

ocasionar que se vulneren las etapas del procedimiento y de las acciones de investigación, verificación e 

inspección que se están llevando a cabo, es importante precisar que la información a la que se hace 

referencia están vinculadas directamente con las actividades que esta dependencia realiza en ejercicio 

de sus atribuciones, por ende, la reserva se adecua al principio de proporcionalidad y representa el 

medio menos restrictivo disponible para evitar el daño o perjuicio; clasificación que fuera hecha del 

conocimiento del Comité de Transparencia, para efectos que valore su procedencia, emitiendo la 

determinación correspondiente en la que confirmó la misma; por lo tanto, al cumplir la autoridad 

responsable con lo previsto en los artículos 104, 113, fracción VI, 137, de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública, los Lineamientos Generales en Materia de 

Clasificación y Desclasificación de la Información, así como para la Elaboración de Versiones Públicas, y 

el Criterio 04/2018 emitido por el Pleno de este Instituto. 

 

En consecuencia, se determina que sí resulta ajustada a derecho la clasificación de reserva 

de la información peticionada y, por ende, se Confirma. 

 

Sentido: Se Confirma la respuesta recaída a la solicitud de acceso a la información con folio 

310571723000153, emitida por la Secretaría de Desarrollo Sustentable. 

 

Plazo para cumplir e informar lo ordenado: No aplica.  

 
 
 

SESIÓN: 29/FEBRERO/2024. 
LACF/MACF/HNM. 

 

 


